Proyecto de ley

               El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

Ley
Artículo 1º) Modificase el artículo 74º de la ley 11.757, el que quedará redactado de la siguiente manera: 
“ARTICULO 74º: El sumario administrativo a que refiere el artículo 67°, será instruido por el funcionario que designe la autoridad de aplicación del presente Estatuto. A los fines de garantizar un procedimiento breve que asegure las garantías del debido proceso la instrucción del sumario administrativo no podrá exceder el plazo de 120 (ciento veinte) días contados desde el primer día hábil siguiente a la fecha en que toma conocimiento de la designación emanada de  la autoridad de aplicación hasta  su conclusión y elevación a la Oficina de Personal. 
           Excepcionalmente, el funcionario a cargo de la instrucción, mediante petición fundada podrá solicitar a la autoridad de aplicación un mayor plazo antes de que este se cumpla. La prórroga denegada u otorgada se notificará mediante acto administrativo del que emane la resolución y el nuevo lapso concedido, no pudiendo ser  mayor de 90 (noventa) días.
           A los fines de la resolución definitiva regirán los plazos establecidos en el presente Estatuto.
            En todos los casos podrá encomendarse la instrucción y sustanciación del trámite sumarial al jefe de la oficina de Asuntos Legales o de la que haga sus veces. En todos los casos, el instructor será un agente o funcionario de superior o igual jerarquía a la del imputado y pertenecerá a otra dependencia.”
Artículo 2º) Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Fundamentos
               El sumario administrativo disciplinario tiene por finalidad esclarecer un hecho, acción u omisión del cual puede derivar responsabilidad disciplinaria. La misma tiene por objeto las conductas que alteren o lesionen el normal o adecuado funcionamiento de la administración pública y se origina en la posible inobservancia de los deberes inherentes a la calidad de agente  o funcionario público. 
               Se ha dicho con acierto que considerando la naturaleza de la función administrativa, instituida -entre otros objetivos- para proteger los derechos de la comunidad, se han establecido controles para que la actividad de los funcionarios estatales se adecue a los imperativos de la eficacia, eficiencia y la moralidad. 
               Cuando un servidor público incumple sus deberes, incurre en comportamientos prohibidos por la Constitución o la ley o viola el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, comete una falta disciplinaria que debe ser sancionada por las autoridades competentes, previamente definidas por el legislador. Es entonces cuando el control disciplinario se convierte en un presupuesto necesario para que en un Estado de derecho se garantice el buen nombre y la eficiencia de la administración y se asegure que quienes ejercen la función pública, lo hagan en beneficio de la comunidad y sin detrimento de los derechos y libertades de los asociados. 

               El sumario se hace efectivo a través de la potestad disciplinaria de la administración. El bien jurídico tutelado por la autoridad de aplicación es el debido funcionamiento de los servicios administrativos.
               En materia disciplinaria los plazos son un tema relevante porque cuando las medidas sancionatorias o disciplinarias no se deciden a tiempo pierden eficacia y generan responsabilidad en los funcionarios. La lentitud en el accionar disminuye la apreciación del grado de culpabilidad del afectado, la posibilidad de los testigos de precisar y recordar detalles y otras cuestiones, pudiendo menoscabar los fines correctivos y reparadores que se persiguen. 
               Más allá de los tiempos que en materia disciplinaria están puntualmente  establecidos en la Ley 11.757 (Estatuto para el Personal de las Municipalidades de la  Provincia de Buenos Aires), la presente iniciativa busca imprimir celeridad y razonabilidad en la substanciación de los sumarios, evitando dilatar los procedimientos y tiempos innecesarios. El ritmo en las actuaciones resulta vital para la administración y para los administrados. Dicho de otro modo el procedimiento administrativo juega una doble función: como garantía del interés general y como garantía frente a los administrados
               El artículo 69, en los incisos a, b y c) de la Ley 11.757 determina las causales por las que se extingue el poder disciplinario por parte de la Administración Municipal. Me permito transcribir el inciso c), en los puntos 1 y 2. Textualmente expresan:

c) Por prescripción, en los siguientes términos 

1. Al año en los supuestos de faltas susceptibles de ser sancionadas con penas correctivas

2. A los 3 (tres) años en los supuestos de faltas susceptibles de ser sancionadas con penas expulsivas. 
               La sola lectura nos lleva a considerar la importancia que conlleva el principio de celeridad que se pretende. Si el derecho no se ejerce se pierde. La orden de instrucción de un sumario interrumpe los plazos de prescripción. En aras de resolver y esclarecer definitivamente sostengo que de igual forma, frente a la posible comisión de una falta resulta sano y  esencial investigar y sancionar (en caso de arribar a su comprobación) procediendo acorde al ordenamiento vigente e imponiendo períodos de tiempo destinados a procurar la contemporariedad de las eventuales sanciones.  
               Es usual que en la praxis de la administración los actos y etapas propias del trámite sumarial  excedan plazos razonables, y sujeten a los sumariados, a despecho de sus garantías constitucionales y la presunción de inocencia, a prolongados procedimientos, de resultado y plazo incierto. Lo expuesto les genera a los interesados una situación de tensión emocional, intranquilidad familiar e incertidumbre laboral.  
              El Dr. Santiago L. Aversa en su artículo “Plazo razonable y prescripción para el ejercicio de la pretensión punitiva estatal en sede administrativa. Una perspectiva constitucional”, publicado el 20-05-2013 en la Revista de Derecho Constitucional ha dicho: “No se puede, entonces, colocar bajo la espada de Damocles por tiempo indeterminado al administrado, y recién después de largos períodos de tiempo, resolver respecto de una presunta infracción, sin que haya habido empleo útil del tiempo consumido. A punto tal, que podría hablarse de una posible desviación de poder consistente en mantener latente la posibilidad de instruir un sumario y, luego, la de aplicar una pena, sosteniendo la inactividad de la Administración en tales actuaciones. En los hechos, estar sumariado es en sí una pena, por las posibles consecuencias administrativas de tal condición.” 
               La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre acordada en la IX Conferencia Internacional Americana en su artículo XVIII, referido al derecho  de  justicia señala “Toda persona... debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare para hacer valer sus derechos...”. Asimismo el art.25 (Protección judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José), celebrada en Costa Rica del 7 al 22 de Noviembre de 1.969 alude a un “recurso sencillo y rápido”. Si bien refiere  a recursos ante jueces y tribunales, a modo de antecedentes y por analogía bien puede aplicarse al tiempo de los procedimientos administrativos disciplinarios.

               Sr. Presidente: Es deber de la Administración velar por la legalidad de su actividad, el correcto desempeño de sus agentes y la transparencia en el ejercicio de la función pública. El desarrollo del sumario, permite a las autoridades competentes emitir opinión sobre la existencia o no de una falta disciplinaria y de los eventuales responsables. Muchos regímenes disciplinarios instituidos tanto en Argentina como en otros países señalan la conveniencia de no dilatar las investigaciones en el tiempo. 
               Marcelo San Martín Cerruti, profesor de Derecho administrativo de la Facultad de ciencias jurídicas de la Universidad de Concepción (Chile) indica que “el proceso disciplinario exige una gran responsabilidad del instructor puesto que, a través de él, desarrolla una función destinada a determinar la ocurrencia de hechos que eventualmente representan contravenciones al ordenamiento jurídico administrativo y, a partir de dicha determinación, procederá la aplicación de las medidas disciplinarias, las que pueden significar, en el peor de los casos,  el término de la relación laboral – legal reglamentaria- del funcionario con la Administración del Estado”. “Por lo anterior, y fundamentalmente por las consecuencias que el proceso disciplinario puede implicar para el investigado, es esencial que este se caracterice por el respeto de los plazos establecidos para su materialización, debiendo considerar que el transcurso del tiempo, debilita el sentido de culpabilidad y acentúa los efectos esenciales, desvirtuando el objeto de la investigación”. “Por tanto un procedimiento  directo y expedito, contribuye a la rapidez y oportunidad en la determinación de los hechos, de las eventuales responsabilidades que de ellos se deriven y, en definitiva, a la aplicación de las medidas disciplinarias que proporcionalmente correspondan”. 

               Nora Chibán en “Procedimiento Administrativo- Jornadas organizadas por la Universidad Austral” (Editorial Ciencias de la Administración. Buenos Aires 1.998, pág. 59 y siguientes) consigna: “El procedimiento administrativo no puede ser un reducto de irresponsabilidad por la atemporalidad del actuar de los funcionarios”.
               La iniciativa que me ocupa establece un plazo total para la etapa de investigación y recolección de pruebas, para que quienes deban indagar y esclarecer hechos y/o circunstancias denunciadas que puedan configurar irregularidades lleven a cabo todas las diligencias necesarias propias del proceso en un período de tiempo razonable. Contempla además la posibilidad de solicitar su extensión con carácter excepcional.

               No tengo dudas de la importancia de encauzar la actividad administrativa en mérito u orden a la eficacia de su gestión y de la necesidad de garantizar el respeto a los intereses de las personas involucradas, por lo que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.        






